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Resumen

La crisis ambiental contemporánea ha evidenciado la insuficiencia de los 
marcos regulatorios tradicionales para enfrentar problemas como el cambio cli-
mático, la pérdida de biodiversidad y la contaminación, generando una brecha 
persistente entre formulación normativa, implementación institucional y efecti-
vidad ambiental. En este contexto, la investigación analizó la articulación entre 
las categorías derecho ambiental y gestión ambiental en el marco de las políticas 
públicas, con el fin de explicar dicha brecha en escenarios vigentes. Metodoló-
gicamente, se adoptó un enfoque cualitativo basado en análisis documental de 
fuentes secundarias —literatura científica, tratados internacionales e informes 
institucionales—, complementado con cartografía conceptual para integrar ca-
tegorías como gobernanza, eficacia jurídica, operatividad institucional y resul-
tados ambientales mediante ocho ejes de análisis. Los resultados evidenciaron 
que la relación entre derecho y gestión ambiental funciona como una cadena 
operativa: la norma define principios y obligaciones, la política pública los tra-
duce en objetivos e instrumentos, y la gestión ambiental los ejecuta mediante 
mecanismos técnicos, administrativos y de seguimiento. Asimismo, se identifi-
có que la brecha de efectividad ambiental se manifiesta en niveles normativos, 
institucionales y operativos asociados con fragmentación regulatoria, debilidad 
estatal, baja coordinación y limitada capacidad de implementación. Se concluye 
que la eficacia del derecho ambiental depende menos de la producción norma-
tiva y más de su integración en sistemas de gestión coherentes, participativos y 
evaluables, capaces de convertir mandatos jurídicos en resultados ambientales 
verificables en la agenda pública de los Estados.
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Law and environmental management in the 
implementation of public policies

Abstract  

The contemporary environmental crisis has revealed the insufficiency of traditional regulatory fra-
meworks to address problems such as climate change, biodiversity loss, and pollution, generating a per-
sistent gap between normative formulation, institutional implementation, and environmental effective-
ness. In this context, the research analyzed the articulation between the categories of environmental law 
and environmental management within the framework of public policies in order to explain this gap in 
current scenarios. Methodologically, a qualitative approach was adopted based on documentary analy-
sis of secondary sources —scientific literature, international treaties, and institutional reports— comple-
mented by conceptual mapping to integrate categories such as governance, legal effectiveness, institu-
tional operability, and environmental outcomes through eight analytical axes. The results showed that 
the relationship between environmental law and environmental management operates as an operational 
chain: legal norms establish principles and obligations, public policy translates them into objectives and 
instruments, and environmental management implements them through technical, administrative, and 
monitoring mechanisms. Likewise, the study identified that the environmental effectiveness gap mani-
fests at normative, institutional, and operational levels associated with regulatory fragmentation, state 
weakness, low coordination, and limited implementation capacity. It is concluded that the effectiveness 
of environmental law depends less on normative production and more on its integration into coherent, 
participatory, and evaluable management systems capable of transforming legal mandates into verifiable 
environmental outcomes within States’ public policy agendas.

Keywords: structural violence, direct violence, cultural violence, positive peace, geography of violen-
ce, restorative justice.

Introducción 

La crisis ambiental contemporánea se configura 
como uno de los principales desafíos globales, carac-
terizada por fenómenos como el cambio climático, la 
pérdida de biodiversidad, la contaminación y la de-
gradación de los ecosistemas, los cuales superan las 
capacidades regulatorias individuales de los Estados y 
exigen respuestas articuladas desde el derecho, la po-
lítica pública y la gestión ambiental. En este contexto, 
el derecho ambiental ha evolucionado desde enfoques 
antropocéntricos hacia paradigmas que reconocen el 
ambiente como un bien jurídico autónomo y un pre-
supuesto esencial para la vida, incorporando princi-
pios como prevención, precaución, sostenibilidad y 
responsabilidad compartida (PNUMA, 2019; Gorosito 
Zuluaga, 2017). Paralelamente, la gestión ambiental se 
ha consolidado como un campo estratégico orientado 
a operacionalizar estos principios mediante instru-
mentos técnicos, administrativos y organizacionales 
que buscan materializar la protección ambiental en 
escenarios concretos (Rodríguez Becerra & Espinoza, 
2002; Vitovska, 2023).

No obstante, pese al crecimiento exponencial de 
normas, tratados e instituciones ambientales a nivel 
global, persiste una tensión estructural entre la for-
mulación normativa, la implementación institucional 
y la efectividad ambiental. La literatura coincide en 
señalar que la existencia de marcos jurídicos robus-
tos no garantiza resultados ambientales verificables, 
debido a problemas de gobernanza, fragmentación 
normativa, debilidad institucional y limitaciones en la 
capacidad de ejecución (PNUMA, 2019; Atta & Sharifi, 
2024). Esta brecha plantea un problema central para el 
derecho ambiental contemporáneo: comprender por 
qué, a pesar de la sofisticación normativa, los resulta-
dos ambientales siguen siendo insuficientes.

En este sentido, la investigación se justifica en la 
necesidad de aportar una comprensión integral del fe-
nómeno, articulando el análisis jurídico con la gestión 
ambiental y la política pública, con el fin de explicar las 
condiciones bajo las cuales el derecho ambiental logra 
—o no— traducirse en resultados efectivos. Su relevan-
cia es jurídica, al profundizar en la eficacia del derecho 
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ambiental; institucional, al evidenciar fallas de imple-
mentación; ambiental, al contribuir a la comprensión 
de la sostenibilidad; y académica, al integrar enfoques 
interdisciplinarios para el análisis del problema.

A partir de lo anterior, la pregunta de investiga-
ción que orienta este estudio es la siguiente: ¿cómo 
se articula el marco jurídico del derecho ambien-
tal con la operativización de las políticas públicas 
ambientales desde la gestión ambiental y en qué 
medida dicha articulación permite explicar la bre-
cha entre formulación normativa, implementación 
institucional y efectividad ambiental en experien-
cias comparadas? El objetivo general consiste en 
analizar la articulación entre derecho ambiental, 
política pública y gestión ambiental para explicar la 
brecha entre norma, implementación y efectividad 
ambiental en contextos comparados, identificando 
patrones, tensiones y condiciones de eficacia insti-
tucional.

Metodológicamente, se adoptó un enfoque cua-
litativo basado en análisis documental (Bowen, 
2009; Patton, 2015). El corpus estuvo integrado por 
47 fuentes especializadas seleccionadas mediante 
muestreo intencional no probabilístico, según cri-
terios de pertinencia teórica y relevancia analítica 
(Martínez de Sánchez, 2011). El procedimiento com-
prendió identificación, organización, codificación, 
categorización y síntesis interpretativa de normas, 
instrumentos, capacidades institucionales y resul-
tados ambientales (Merriam & Tisdell, 2016; Tight, 
2019; Morgan, 2022). Como técnica complementa-
ria, se aplicó cartografía conceptual (Tobón, 2012, 
2015; Bowen, 2009; Peña Vera, 2022).

Finalmente, el documento se estructura en tres 
apartados principales: en primer lugar, la metodo-
logía, que describe el enfoque, el procedimiento y 
las técnicas utilizadas; en segundo lugar, los resul-
tados y discusión, donde se presentan e interpretan 
los hallazgos del análisis documental y la cartogra-
fía conceptual; y, por último, las conclusiones, en 
las que se sintetizan los aportes, implicaciones y 
proyecciones de la investigación.

Metodología

Para este desarrollo se adoptó un enfoque cua-
litativo mediante análisis documental del derecho 
y la gestión ambiental, con el propósito de expli-
car la articulación entre marco jurídico, políticas 
públicas y operatividad institucional, así como la 
brecha entre formulación normativa, implementa-
ción y efectividad ambiental en contextos compa-
rados (Bowen, 2009; Patton, 2015). El corpus estuvo 
compuesto por 47 fuentes especializadas, seleccio-

nadas mediante muestreo intencional no proba-
bilístico, según criterios de pertinencia teórica, 
relevancia analítica, actualidad y relación directa 
con las categorías de derecho ambiental, gestión 
ambiental, gobernanza y políticas públicas (Martí-
nez de Sánchez, 2011).

Fueron incluidos artículos científicos, libros, 
doctrina especializada, tratados y convenios inter-
nacionales, informes de organismos internaciona-
les, instrumentos regulatorios supranacionales y 
literatura metodológica sobre análisis documental 
y cartografía conceptual. Se excluyeron documen-
tos sin respaldo académico o institucional, fuentes 
duplicadas y textos sin relación directa con el pro-
blema de investigación.

La información se organizó según las unidades 
de análisis: derecho ambiental, política ambien-
tal, gestión ambiental, gobernanza ambiental, 
derecho comparado y efectividad ambiental. El 
procedimiento comprendió identificación, orga-
nización, codificación, categorización y síntesis 
interpretativa, permitiendo relacionar normas, 
instrumentos, capacidades institucionales y resul-
tados ambientales (Merriam & Tisdell, 2016; Tight, 
2019; Morgan, 2022).

Tabla 1. 
Procedimiento del análisis documental 

Fase Descripción

Definición del 
objetivo

Analizar la articulación entre las categorías 
derecho ambiental y gestión ambiental 
para explicar la brecha entre norma y 
efectividad.

Selección docu-
mental

Recolección de literatura científica, 
normas, tratados, informes y estudios 
comparados.

Organización Clasificación por categorías y unidades de 
análisis.

Codificación 
temática

Asignación de categorías: derecho, polí-
tica, gestión, gobernanza, comparado y 
efectividad.

Análisis y cate-
gorización

Relación entre documentos y hallazgos 
mediante análisis matricial.

Síntesis e inter-
pretación

Integración en narrativa analítica.

Validación Triangulación y revisión iterativa.

Como técnica posterior, se aplicó cartografía 
conceptual en la fase de resultados y discusión, 
para organizar e interpretar los hallazgos del aná-
lisis documental, identificando relaciones, ten-
siones y patrones entre categorías (Tobón, 2012, 
2015). Esta herramienta permitió integrar el análi-
sis desde ejes como gobernanza, eficacia jurídica, 
operatividad institucional y efectividad ambiental, 
fortaleciendo la interpretación crítica y la validez 
por triangulación (Bowen, 2009; Peña Vera, 2022).
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Tabla 2. 
Cartografía conceptual

Eje de análisis Pregunta orientadora

Nocional ¿Cómo se definen derecho y gestión 
ambiental y su relación con la sosteni-
bilidad?

Categorial ¿Cómo se integran en la gobernanza 
ambiental global?

Caracterización ¿Cuáles son sus rasgos en términos de 
regulación y gestión?

Diferenciación ¿Cómo se distinguen y complementan 
derecho, política y gestión?

Subdivisión ¿Qué dimensiones explican el fenó-
meno (cumplimiento, gobernanza, 
capacidades)?

Vinculación ¿Cómo se articulan actores, normas y 
resultados ambientales?

Metodología ¿Cómo el análisis documental permite 
explicar la brecha norma–implementa-
ción?

Ejemplificación ¿Qué casos comparados evidencian su 
aplicación?

Nota. Ejes analíticos con base en Tobón (2012, 2015). 

Resultados y discusión
Sobre el derecho y la gestión ambiental 

El derecho ambiental regula las relaciones entre 
sociedad, Estado, mercado y naturaleza para preve-
nir, controlar, reparar y reducir impactos sobre los 
ecosistemas. Su relevancia internacional responde a 
problemas como cambio climático, pérdida de bio-
diversidad, contaminación transfronteriza y degra-
dación hídrica, fenómenos que superan la capacidad 
individual de los Estados y requieren cooperación, go-
bernanza multinivel y mecanismos efectivos de cum-
plimiento (PNUMA, 2019; Vargas-Machado & Pinzón 
Carrillo, 2025).

En este marco, el derecho ambiental se estructura 
sobre principios como prevención, precaución, con-
taminador-pagador, equidad intergeneracional, coo-
peración, conservación y desarrollo sostenible, que 
orientan la producción normativa, la interpretación 
judicial y las políticas públicas desde Estocolmo 1972, 
la Carta Mundial de la Naturaleza de 1982 y Río 1992 
(Gorosito Zuluaga, 2017). Particularmente, el princi-
pio de conservación configura la protección ambien-
tal como obligación jurídica transversal; no obstante, 
persisten déficits de recepción normativa y capacidad 
institucional, especialmente en países con limitacio-
nes técnicas y financieras (Vargas-Machado & Pinzón 
Carrillo, 2025; Kassie, 2024).

Su evolución refleja el tránsito desde una visión an-
tropocéntrica, centrada en el uso racional de recursos, 
hacia un paradigma que reconoce el ambiente como 

bien colectivo y objeto de tutela autónoma, incorpo-
rando riesgos sistémicos, deberes intergeneracionales 
y responsabilidades ecológicas compartidas (Karam 
Quiñones, 2010; Gorosito Zuluaga, 2017). Aun así, uno 
de los principales problemas del derecho ambiental 
global sigue siendo la brecha entre regulación y resul-
tados. Aunque desde 1972 aumentaron leyes, tratados 
e instituciones ambientales, persisten dificultades 
en mitigación climática, control de contaminación y 
protección ecosistémica, por lo que el debate se con-
centra en eficacia, cumplimiento y operatividad insti-
tucional (PNUMA, 2019; Atta & Sharifi, 2024).

La eficacia jurídica exige que la norma produzca 
resultados verificables y no permanezca en declara-
ciones formales. Desde la teoría de la implementa-
ción, el cumplimiento puede ser voluntario, coercitivo 
o disuasivo; sin embargo, las sanciones resultan insu-
ficientes frente a daños irreversibles, razón por la cual 
la prevención y la precaución ocupan un lugar central 
en la tutela ambiental (Karam Quiñones, 2010; Gorosi-
to Zuluaga, 2017).

Esta discusión se relaciona con el Estado de dere-
cho ambiental, categoría que integra legalidad, trans-
parencia, acceso a la justicia, rendición de cuentas, 
participación ciudadana y capacidad institucional. 
La literatura muestra que la sostenibilidad depende 
tanto de leyes formales como de mecanismos efec-
tivos de implementación y participación (PNUMA, 
2019; Atta & Sharifi, 2024). El estado del arte identi-
fica obstáculos como fragmentación normativa, am-
bigüedad conceptual, diferencias entre norte global 
y sur global, dependencia económica y limitaciones 
administrativas, al evidenciar problemas de traduc-
ción normativa e incentivos institucionales (Kassie, 
2024; Atta & Sharifi, 2024).

En respuesta, el derecho ambiental ha ampliado 
sus instrumentos, pasando del modelo clásico de co-
mando y control a esquemas mixtos que combinan 
regulación administrativa, instrumentos económicos, 
litigio estratégico, participación social, autorregula-
ción empresarial y sistemas de gestión ambiental. En 
el ámbito corporativo destacan la divulgación ambien-
tal, la innovación verde, la digitalización y la gober-
nanza colaborativa (Chi & Yang, 2024; Karam Quiño-
nes, 2010). Otra tendencia relevante es la regulación 
basada en impactos, especialmente en Europa, orien-
tada a conectar la norma con resultados biofísicos 
medibles. Aunque fortalece la efectividad, también 
genera tensiones relacionadas con legitimidad, pre-
visibilidad y seguridad jurídica (Soininen et al., 2023; 
Atta & Sharifi, 2024).

Asimismo, el reconocimiento de los derechos de 
la naturaleza cuestiona la visión del ambiente como 
objeto de aprovechamiento humano y reconoce valor 
jurídico propio a ecosistemas y territorios. En Amé-
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rica Latina, esta perspectiva fortalece mecanismos 
precautorios y presiones de cumplimiento ambiental 
(Hincapié, 2022; Karam Quiñones, 2010).

Así, el derecho ambiental contemporáneo enfrenta 
problemas asociados tanto a fenómenos de mercado, 
como el greenwashing, como a la persistente brecha 
entre norma y cumplimiento, los daños transfronte-
rizos, las limitaciones de la reparación tradicional y 
la tensión entre crecimiento económico, transición 
energética, justicia ambiental y conservación ecoló-
gica. Esto evidencia la necesidad de fortalecer capa-
cidades institucionales, cooperación internacional y 
mecanismos efectivos de implementación (PNUMA, 
2019; Kassie, 2024; Hincapié, 2022). En ese contexto, 
la Directiva (UE) 2024/825 busca controlar declaracio-
nes ambientales engañosas y publicidad ecológica 
sin respaldo, articulando sostenibilidad, consumo, 
competencia y litigación estratégica (Valentín-Pastra-
na Aguilar, 2025; Chi & Yang, 2024). Por tanto, el reto 
actual implica garantizar resultados verificables frente 
a riesgos complejos e incertidumbre científica (PNU-
MA, 2019; Soininen et al., 2023; Atta & Sharifi, 2024).

Por su parte, la gestión ambiental comprende polí-
ticas, procesos, instrumentos y prácticas mediante los 
cuales organizaciones, Estados y sociedad identifican, 
controlan y reducen impactos ambientales. Constitu-
ye una forma de dirección estratégica orientada a pro-
teger recursos naturales, prevenir contaminación y 
articular la acción pública y privada en escalas locales, 
regionales y globales (Rodríguez Becerra & Espinoza, 
2002; Vitovska, 2023).

Su fundamento contemporáneo se encuentra en el 
desarrollo sostenible, entendido como la satisfacción 
de necesidades presentes sin comprometer las futu-
ras, integrando crecimiento económico, bienestar 
social y conservación ecológica (CMMAD, 1987). Des-
de esta perspectiva, la gestión ambiental se apoya en 
teoría de sistemas, economía ambiental, gobernanza 
y administración estratégica, enfoques que compren-
den el ambiente como un sistema complejo donde las 
decisiones productivas y regulatorias generan efectos 
sobre recursos, territorios y ecosistemas (CMMAD, 
1987; Rodríguez Becerra & Espinoza, 2002).

En el plano organizacional, la gestión ambiental 
se desarrolla mediante Sistemas de Gestión Ambien-
tal orientados a planificar, ejecutar, verificar y me-
jorar el desempeño ambiental a través de políticas, 
identificación de impactos, auditorías, seguimiento y 
mejora continua (Vidal & Asuaga, 2021; Fadel & Mer-
zouki, 2024). La ISO 14001 constituye el principal re-
ferente internacional para estructurar estos sistemas. 
Su enfoque se basa en procesos, cumplimiento legal, 
prevención de contaminación e identificación de im-
pactos ambientales. Aunque no establece niveles ab-
solutos de desempeño, exige incorporar la dimensión 

ambiental en la gestión estratégica (Fadel & Merzouki, 
2024; Díaz de Junguitu & Allur, 2019).

La gestión ambiental también se relaciona con po-
lítica pública y desarrollo regional. Ivanov (2022) sos-
tiene que los sistemas de gestión deben integrarse con 
estructura administrativa, planeación, recursos y polí-
tica ambiental. En países en desarrollo, su efectividad 
depende de capacidades institucionales, prevención 
y control de contaminación. En sectores productivos, 
opera como herramienta transversal para mitigar im-
pactos, optimizar procesos y promover sostenibilidad 
en minería, agricultura, hidrocarburos, universidades 
y eficiencia energética (Ortega Contreras et al., 2018).

Los factores humanos resultan igualmente deci-
sivos. Para Ali et al. (2022), la implementación de ISO 
14000 depende de formación ambiental, empodera-
miento del personal, trabajo en equipo y compromiso 
directivo; sin estas condiciones, los sistemas pueden 
reducirse a formalidades documentales.

En América Latina y el Caribe, la gestión ambiental 
evolucionó desde enfoques conservacionistas hacia 
modelos integrales, aunque con resultados desigua-
les. Persisten problemas de coordinación, financia-
miento, información y capacidad técnica (Rodríguez 
Becerra & Espinoza, 2002). En Colombia, pese a la 
creación del Sistema Nacional Ambiental, continúan 
la fragmentación institucional, la baja articulación te-
rritorial y las tensiones entre sostenibilidad y extracti-
vismo (Guhl Nannetti & Leyva, 2015).

La literatura reciente advierte que la certificación 
no garantiza automáticamente mejores resultados 
ambientales. Díaz de Junguitu y Allur (2019) señalan 
que estos sistemas pueden convertirse en ejercicios 
formales si no transforman prácticas reales de gestión. 
En igual sentido, Boiral y Henri (2012) sostienen que el 
desempeño depende más de legitimidad institucional, 
compromiso directivo y capacidades operativas que 
de la certificación. El estado del arte ha desplazado 
la mirada técnica hacia enfoques organizacionales y 
estratégicos. A su vez, Todaro et al. (2020) destacan la 
teoría institucional, la visión basada en recursos y la 
teoría de stakeholders para explicar la adopción de es-
tándares ambientales. Por su parte, Sartor et al. (2019) 
agrupan la investigación sobre ISO 14001 en motiva-
ciones, barreras, herramientas, métodos, desempeño 
y factores habilitantes. Los resultados dependen de 
liderazgo, cultura organizacional, formación, partici-
pación e internalización efectiva del sistema (Boiral & 
Henri, 2012; Ali et al., 2022; Sartor et al., 2019).

Sin embargo, persisten problemas asociados con 
fragmentación institucional, débil coordinación, in-
suficiente información ambiental, baja incorporación 
de evidencia científica y uso limitado de instrumentos 
económicos, además del riesgo de reducir la gestión 
ambiental a trámites o certificaciones formales (Guhl 
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Nannetti & Leyva, 2015; Vitovska, 2023).
En consecuencia, el estado del arte evidencia el 

tránsito desde modelos reactivos centrados en cum-
plimiento normativo hacia enfoques preventivos ba-
sados en mejora continua, economía circular, digi-
talización, producción limpia y acción climática. No 
obstante, la efectividad de la gestión ambiental depen-
de de la capacidad para traducir estándares y políticas 
en resultados verificables de desempeño ambiental 
(Vidal & Asuaga, 2021; Fadel & Merzouki, 2024).

Análisis sobre derecho y gestión ambiental frente a 
la ineficacia normativa

El análisis documental permitió identificar que 
la relación entre derecho ambiental, política públi-
ca y gestión ambiental funciona como una cadena 
de operativización. El derecho ambiental establece 
principios, obligaciones, estándares y responsabilida-
des; la política pública transforma esos mandatos en 
objetivos e instrumentos; y la gestión ambiental los 
ejecuta mediante licencias, evaluaciones de impacto, 
monitoreo, sanciones, incentivos y coordinación ins-
titucional. Esta articulación se sustenta en los princi-
pios de Río, los tratados ambientales internacionales 
y la doctrina especializada en derecho ambiental in-
ternacional (Naciones Unidas, 1992; Sands et al., 2018; 
Rajamani & Peel, 2021; Okogbule et al., 2022).

El primer patrón identificado fue la persistencia 
de una brecha entre formulación normativa e imple-
mentación institucional. Las fuentes coinciden en 
que el problema central no es la ausencia de normas, 
sino la dificultad para hacerlas efectivas. Aunque el 
derecho ambiental internacional ha crecido median-
te tratados, principios y acuerdos multilaterales, su 
impacto depende de la capacidad institucional, la 
coordinación intersectorial, la financiación, la vigi-
lancia y la adaptación territorial de los instrumentos 
ambientales (PNUMA, 2019; Setiyawan, 2025; Naji-
cha et al., 2023; Sand & McGee, 2022).

El segundo hallazgo muestra que los principios 
ambientales constituyen la base normativa de la ges-
tión ambiental, pero no garantizan resultados por sí 
mismos. Prevención, precaución, contaminador-pa-
gador, cooperación, responsabilidades comunes pero 
diferenciadas, participación ciudadana y evaluación 
de impacto requieren instrumentos administrativos, 
económicos y técnicos que permitan traducirlos en 
desempeño ambiental verificable (Naciones Unidas, 
1992; Buckley, 1991; Acquatella et al., 2003).

En este contexto, el tercer descubrimiento evi-
dencia que la gestión ambiental constituye el puente 
operativo entre norma y resultado. Los documentos 
revisados muestran que la eficacia ambiental depende 
de la capacidad para convertir mandatos jurídicos en 
procesos de gestión, tales como permisos, controles, 
auditorías, sistemas de información, instrumentos 

económicos, seguimiento técnico, tribunales am-
bientales, participación comunitaria y evaluación de 
resultados (Aguilar Villanueva, 2007; Steinebach, 2019; 
Suharto, 2024).

El cuarto hallazgo indica que las instituciones es-
pecializadas contribuyen a reducir la brecha de imple-
mentación. La experiencia comparada muestra que 
tribunales ambientales, agencias técnicas y sistemas 
de control independientes fortalecen el cumplimien-
to y aumentan la inversión en protección ambiental. 
En China, por ejemplo, la creación de tribunales am-
bientales produjo efectos positivos sobre el gasto em-
presarial en protección ambiental y la calidad del aire 
(Zhang et al., 2019; Setiyawan, 2025).

La quinta evidencia identificada revela que la se-
lección de instrumentos de política pública influye 
directamente en la efectividad ambiental. El análisis 
comparado muestra que los instrumentos de coman-
do y control, cuando cuentan con estructuras sólidas 
de implementación, generan mayores reducciones de 
emisiones que los mecanismos blandos o informati-
vos. No obstante, los instrumentos económicos pue-
den resultar efectivos si se acompañan de regulación, 
tecnología, seguimiento y capacidad estatal (Steine-
bach, 2019; Buckley, 1991).

Asimismo, la sexta cuestión hallada identifica la 
fragmentación normativa e institucional como causa 
estructural de ineficacia. La proliferación de tratados, 
leyes, agencias y niveles de gobierno puede generar 
superposición normativa, ambigüedad y baja coordi-
nación entre sectores ambientales, económicos, ener-
géticos y territoriales, dificultando la transformación 
de obligaciones jurídicas en decisiones coherentes y 
resultados medibles (Sand & McGee, 2022; Rajamani 
& Peel, 2021; Alibašić & Atkinson, 2023).

El séptimo hallazgo revela que esta brecha se pro-
fundiza en países en desarrollo y contextos de tran-
sición institucional. En estos escenarios, la debilidad 
estatal, la corrupción, la presión económica, la cap-
tura regulatoria y la subordinación de la agenda am-
biental a prioridades extractivas reducen la eficacia 
normativa, incluso cuando existen reformas orienta-
das a sostenibilidad, adaptación climática o justicia 
ambiental (Azzahra, 2024; Pérez Melchor, 2019; Ali-
bašić & Atkinson, 2023).

De mismo modo, el octavo aspecto identificado 
muestra que la participación ciudadana y la justicia 
ambiental constituyen condiciones de efectividad. El 
acceso a información, la participación en decisiones 
ambientales, la vigilancia comunitaria, la acción co-
lectiva y el litigio estratégico fortalecen la legitimidad 
de las políticas y funcionan como contrapeso frente a 
la captura institucional, la desposesión territorial y la 
distribución desigual de cargas ambientales (Naciones 
Unidas, 1992; Berger, 2012; Leff, 2021; Azzahra, 2024).
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La novena constatación evidencia que los tratados 
internacionales proporcionan marcos de orientación, 
pero requieren traducción nacional. El Acuerdo de Pa-
rís opera mediante contribuciones nacionales, trans-
parencia y balance global; el Convenio sobre Diversi-
dad Biológica exige conservación y uso sostenible; y 
el Convenio de Estocolmo requiere control interno de 
contaminantes orgánicos persistentes. En todos los 
casos, la efectividad depende de capacidades estatales, 
información, coordinación y seguimiento (Naciones 
Unidas, 2015; Naciones Unidas, 1992; Programa de las 
Naciones Unidas para el Medio Ambiente, 2001).

Por último, el décimo hallazgo muestra que la 
brecha de efectividad ambiental opera en tres nive-
les: normativo, por reglas ambiguas o fragmentadas; 
institucional, por falta de recursos, autoridad y coor-
dinación; y operativo, cuando los instrumentos de 
gestión se reducen a trámites sin impacto real sobre 
biodiversidad, adaptación climática, reducción de 
contaminación o protección de comunidades vulne-
rables (Programa de las Naciones Unidas para el Me-
dio Ambiente, 2019; Setiyawan, 2025; Acquatella et al., 
2003; Pérez Melchor, 2019). En consecuencia, el dere-
cho ambiental solo produce efectos cuando se integra 
a sistemas de gestión ambiental coherentes, partici-

pativos y evaluables, donde la norma define el deber 
de protección, la política pública fija prioridades y 
la gestión ambiental permite ejecutar, medir y con-
trolar resultados. Cuando alguno de estos eslabones 
falla, surge la brecha entre formulación normativa, 
implementación institucional y efectividad ambiental 
(Aguilar Villanueva, 2007; Sands et al., 2018; Rajamani 
& Peel, 2021; Steinebach, 2019).

Cartografía conceptual sobre el derecho y la 
gestión ambiental

A partir de los hallazgos anteriores, la cartogra-
fía conceptual permitió pasar de una exposición 
descriptiva de resultados a una interpretación re-
lacional del fenómeno. En esta fase, los hallazgos 
del análisis documental fueron reorganizados se-
gún ejes conceptuales que explican la brecha entre 
norma, implementación y efectividad. Esta técnica 
permitió ordenar las relaciones entre gobernan-
za, eficacia jurídica, operatividad institucional y 
resultados ambientales, al fortalecer la discusión 
mediante triangulación documental (Tobón, 2012, 
2015; Bowen, 2009; Peña Vera, 2022) como se indica 
a continuación:

Tabla 3. 
Cartografía conceptual de la articulación entre derecho y gestión ambiental en el marco de las políticas públicas

Eje de análisis Pregunta orientadora Resultado    

Nocional ¿Cómo se definen derecho y 
gestión ambiental y su relación 
con la sostenibilidad?

El derecho ambiental se define como el 
marco de principios, obligaciones y están-
dares orientados a proteger el ambiente; la 
gestión ambiental corresponde al conjunto 
de instrumentos, procesos y capacidades que 
permiten ejecutar esa protección. Ambos se 
conectan por el desarrollo sostenible y por la 
necesidad de traducir mandatos jurídicos en 
acciones verificables (Naciones Unidas, 1992; 
Sands et al., 2018; Rajamani & Peel, 2021).

Categorial ¿Cómo se integran en la gober-
nanza ambiental global?

Derecho, política pública y gestión ambien-
tal integran una cadena de gobernanza: la 
norma fija el deber; la política define priorida-
des; y la gestión ejecuta, mide y corrige. Su 
eficacia depende de coordinación institucio-
nal, cooperación internacional, participación 
y capacidad estatal (Aguilar Villanueva, 2007; 
PNUMA, 2019; Setiyawan, 2025).
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Caracterización ¿Cuáles son sus rasgos en tér-
minos de regulación y gestión?

El derecho ambiental se caracteriza por 
principios como prevención, precaución, 
participación, evaluación de impacto y 
contaminador-pagador. La gestión ambiental 
se expresa en licencias, monitoreo, audito-
rías, instrumentos económicos, seguimiento 
técnico, sanciones y evaluación de resultados 
(Naciones Unidas, 1992; Buckley, 1991; Stei-
nebach, 2019).

Diferenciación ¿Cómo se distinguen y com-
plementan derecho, política y 
gestión?

El derecho establece la obligación de protec-
ción; la política pública organiza objetivos e 
instrumentos; y la gestión ambiental opera-
cionaliza decisiones en el territorio. La brecha 
aparece cuando estas dimensiones actúan de 
forma fragmentada o sin recursos suficientes 
(Acquatella et al., 2003; Suharto, 2024; Naji-
cha et al., 2023).

Subdivisión ¿Qué dimensiones explican el 
fenómeno?

La brecha se expresa en tres dimensiones: 
normativa, por ambigüedad o fragmenta-
ción; institucional, por falta de coordinación, 
autoridad y recursos; y operativa, cuando 
los instrumentos se reducen a trámites sin 
impacto ambiental real (PNUMA, 2019; Sand 
& McGee, 2022; Pérez Melchor, 2019).

Vinculación ¿Cómo se articulan actores, 
normas y resultados ambien-
tales?

Los resultados ambientales mejoran cuando 
las normas se conectan con instituciones es-
pecializadas, control independiente, participa-
ción ciudadana, justicia ambiental y sistemas 
de seguimiento. La experiencia de tribunales 
ambientales en China muestra que el diseño 
institucional puede incidir en inversión am-
biental y calidad del aire (Zhang et al., 2019; 
Azzahra, 2024; Berger, 2012).

Metodología ¿Cómo el análisis documental 
permite explicar la brecha nor-
ma–implementación?

El análisis documental permitió comparar 
tratados, normas, estudios empíricos y lite-
ratura especializada para identificar patrones 
comunes: proliferación normativa, debilidad 
institucional, captura regulatoria, fragmen-
tación y necesidad de gestión adaptativa 
(Okogbule et al., 2022; Alibašić & Atkinson, 
2023; Rajamani & Peel, 2021).

Ejemplificación ¿Qué casos comparados evi-
dencian su aplicación?

El Acuerdo de París muestra la necesidad de 
transparencia y contribuciones nacionales; el 
Convenio sobre Diversidad Biológica exige 
capacidades para conservación y uso sosteni-
ble; el Convenio de Estocolmo requiere con-
trol interno de contaminantes; y los estudios 
comparados de OCDE, China, América Latina 
y Europa confirman que la eficacia depende 
de implementación, recursos y gobernanza 
(Naciones Unidas, 2015; Naciones Unidas, 
1992; PNUMA, 2001; Steinebach, 2019).

 
Nota. Ejes de análisis formulados con base en Tobón (2012, 2015).
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La cartografía evidencia que la discusión no 
debe centrarse únicamente en la existencia de nor-
mas ambientales, sino en su capacidad para con-
vertirse en decisiones institucionales, procesos de 
gestión y resultados medibles. En consecuencia, la 
brecha entre formulación normativa e implemen-
tación ambiental se explica por la desconexión en-
tre los niveles jurídico, político y operativo. Cuan-
do el derecho ambiental carece de estructuras de 
gestión, la norma per   manece declarativa; cuan-
do la política pública no cuenta con financiación, 
coordinación ni seguimiento, pierde capacidad de 
ejecución; y cuando la gestión ambiental se limi-
ta al trámite, no produce efectividad ecológica ni 
justicia ambiental (PNUMA, 2019; Acquatella et al., 
2003; Leff, 2021).

Conclusiones
La investigación permitió establecer que la ar-

ticulación entre el derecho ambiental y la gestión 
ambiental opera, en el marco de las políticas pú-
blicas, mediante una cadena funcional en la que la 
norma define principios, obligaciones y estánda-
res; la política pública los transforma en objetivos e 
instrumentos; y la gestión ambiental los materiali-
za mediante mecanismos administrativos, técnicos 
y de seguimiento. En consecuencia, la brecha entre 
formulación normativa, implementación institu-
cional y efectividad ambiental se explica tanto por 
la ausencia de regulación como por la desconexión 
entre diseño jurídico, capacidad institucional y 
operatividad de los instrumentos de gestión.

Los resultados evidenciaron que el derecho 
ambiental global ha avanzado en principios, tra-
tados e instituciones; sin embargo, su efectividad 
continúa limitada por problemas de gobernanza, 
fragmentación normativa, débil coordinación in-
terinstitucional e insuficiente capacidad técnica y 
financiera, así como por dificultades para adaptar 
compromisos internacionales a contextos naciona-
les y territoriales. Por ello, la eficacia ambiental de-
pende menos de la producción normativa y más de 
su integración en sistemas de gestión coherentes, 
participativos y evaluables.

La investigación permitió identificar que la bre-
cha de efectividad ambiental se manifiesta en tres 
niveles interrelacionados. En el plano normativo, 
surge por reglas ambiguas, fragmentadas o poco 
coordinadas; en el institucional, por falta de recur-
sos, articulación y capacidad técnica; y en el opera-
tivo, cuando los instrumentos de gestión se reducen 
a trámites sin efectos verificables sobre biodiversi-
dad, adaptación climática, reducción de contami-
nación o protección de comunidades vulnerables. 

Esto evidencia que la efectividad ambiental exige 
integrar principios jurídicos, política pública, ges-
tión institucional y resultados ecológicos medibles.

Uno de los principales aportes del estudio con-
siste en proponer una lectura integrada entre el de-
recho y la gestión ambiental, superando enfoques 
que los analizan de manera separada. El derecho 
ambiental pierde efectividad si permanece como 
declaración normativa, mientras que la gestión am-
biental carece de fundamento si no se sustenta en 
principios, obligaciones y garantías jurídicas. En 
esa relación, la política pública actúa como puente 
entre la norma y la acción institucional.

Desde el punto de vista práctico, los resultados 
muestran la necesidad de fortalecer instituciones 
especializadas, sistemas de información ambien-
tal, mecanismos de seguimiento, evaluación de 
impacto, instrumentos económicos y participa-
ción ciudadana efectiva. Asimismo, la experiencia 
comparada evidencia que los tribunales ambienta-
les, la vigilancia comunitaria, la justicia ambiental 
y los sistemas de control técnico pueden reducir 
la brecha entre norma e implementación cuando 
operan con independencia, legitimidad y capaci-
dad institucional.

El estudio confirmó, metodológicamente, la 
utilidad del análisis documental y de la cartografía 
conceptual para organizar e interpretar literatura, 
tratados, informes y experiencias comparadas en 
torno a categorías comunes. Estas herramientas 
permitieron identificar patrones, tensiones y rela-
ciones entre derecho ambiental, política pública, 
gobernanza y efectividad ambiental, facilitando 
una comprensión relacional del fenómeno.

La investigación se vio limitada, puesto que se 
fundamentó en fuentes secundarias y experiencias 
comparadas documentadas en la literatura especia-
lizada, sin incorporar mediciones empíricas direc-
tas ni trabajo de campo con autoridades, comuni-
dades o empresas. Por ello, las conclusiones poseen 
un alcance principalmente analítico e interpretati-
vo, susceptible de complementarse mediante estu-
dios de caso, análisis institucionales e indicadores 
de desempeño ambiental en contextos específicos.

Par concluir, se establece que el desafío contem-
poráneo del derecho ambiental no consiste única-
mente en producir más normas, sino en garantizar 
que estas se integren en estructuras de gobernanza 
y gestión capaces de generar resultados ambienta-
les verificables. En este sentido, futuras investiga-
ciones podrían profundizar en la medición de la 
efectividad ambiental, el impacto de los sistemas 
de gestión, el litigio climático, la protección de co-
munidades vulnerables y la comparación entre mo-
delos institucionales de cumplimiento ambiental.
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